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(Sin corregir) 


PRESIDE: — Señor Representante Miguel Asqueta Sóñora. 
MIEMBROS: Señores Representantes Eduardo Márquez, José Quintín Olano Llano y Álvaro Vega Llanes. 


DELEGADO 

DE Señor Representante Luis Batalla Doufrechou. 

SECTOR: 

INVITADOS: Concurren por British American Tobacco en Uruguay, contador Alberto Raguzzi, Gerente de 
Integridad de Mercado y economista Javier De Haedo, Asesor. 


SEÑOR PRESIDENTE (Asqueta Sóñora).- Habiendo número, está abierta la reunión. 


La Comisión tiene el agrado de recibir al señor Alberto Raguzzi, representante de British American Tobacco- 
Uruguay, y al economista Javier de Haedo, asesor. 


Oportunamente, recibimos una nota de dicha empresa solicitándonos recibir a sus representantes, a propósito 

del estudio de diversos proyectos de ley respecto al control del tabaco. En estos días la Comisión se abocará a 
estudiar los artículos del proyecto integral que discutirá la Cámara y, por eso, consideró oportuno hacer lugar 

a vuestra solicitud. 


SEÑOR RAGUZZI.- Ante todo quiero agradecer a la Comisión de Salud Pública y Asistencia Social de 
la Cámara de Diputados por recibirnos y permitirnos exponer nuestras ideas y las contribuciones 
desde el punto de vista de British American Tobacco respecto a la normativa que se pueda desarrollar 
vinculada al combate del comercio ilegal de cigarrillos, que tanto afecta al mundo. 


Sufrimos en forma permanente esta actividad ilegal en el mundo, dado que deteriora consistentemente la 
actividad de la industria, en particular la nuestra como empresa; obviamente, esto tiene un adicional, no 
menos importante, que es la pérdida de impuestos a nivel global. 


Primero haré una introducción general y luego entregaré una carpeta a cada miembro de la Comisión en la 
que se establece la posición de British American Tobacco en esta materia. 


Para situar a la Comisión conviene hacer algo de historia. La Organización Mundial de la Salud elabora un 
Protocolo dentro del Convenio Marco para el Control del Tabaco, en el que se tratan temas centrales de salud. 
Uruguay fue uno de los países signatarios y posteriormente ratificó este Convenio Marco, instrumentando 
políticas en ese sentido, apropiadas para el país. Dentro de ese Protocolo se incluyó un artículo 15 que trataba 
muy escuetamente la problemática del comercio ilegal de cigarrillos en el mundo. Posteriormente, los propios 
Estados signatarios del Protocolo sugieren que no es suficiente este artículo 15 para atacar el problema, y se 
decide, de común acuerdo dentro de la Organización Mundial de la Salud, desarrollar un nuevo Protocolo 
específicamente para establecer medidas que, instrumentadas en forma uniforme por todos los países que 
componen las distintas regiones de la OMS, pudieran realmente provocar un efecto positivo en la lucha 
contra el comercio ilegal de cigarrillos. 


Así fue que se desarrolló la Conferencia de las Partes l, en febrero de 2006, en la que fue tratado el tema 
específicamente; la Organización Mundial de la Salud decide designar cuatro representantes o expertos de 
cada una de las seis regiones que tiene en el mundo, y es así que nomina a veinticuatro expertos, para 
desarrollar estas medidas. Estos expertos de cada región tienen especialidades, por ejemplo, en temas de 
seguridad, aduaneros, tributarios, de legislación, y tendrían la responsabilidad de preparar el primer borrador 
que sería presentado a los 192 países que componen la Organización Mundial de la Salud. 


El próximo encuentro se debería producir en abril o mayo del 2007, en ocasión de la Conferencia de las 
Partes II; concluyendo todo este proceso finalmente se elaboraría un documento final, en acuerdo de los 
países, para ser firmado; y posteriormente cada país le dará tratamiento interno para ser instrumentado como 
una ley, por supuesto. 


Ustedes bien saben que la industria tabacalera no tiene un espacio de opinión dentro de la Organización 
Mundial de la Salud. Entonces, como no es posible opinar -lo expresamos con total transparencia- y a raíz de 
la experiencia que tenemos por vernos afectados en el día a día, pretendemos hacer llegar a las autoridades de 
cada país en el que estamos presentes como empresa -estamos en más de ciento ochenta- las medidas que 
creemos deberían ser tomadas en cuenta con miras al futuro. 


Quiero aprovechar para distribuir estas carpetas a cada uno de los señores Diputados; al señor Presidente le 
dejo una para que le sea entregada al señor Diputado Gallo Imperiale, que entiendo es el Presidente de la 
Comisión. 


Ahora quisiera hacer una breve introducción respecto al comercio ilegal de cigarrillos en el mundo, para 
tener una dimensión del problema. 


British American Tobacco invierte anualmente en mediciones para conocer cómo se ve afectado el negocio 
específicamente; se aplican diferentes metodologías, que son eficientes como herramienta para obtener datos 
bastantes precisos. Así pudimos llegar a la conclusión de que el comercio ilegal de cigarrillos en el mundo es 
del orden del 6%. Si uno invierte el análisis, observa que el 94% de los productos comercializados en el 
mundo es legal y el 6% es ilegal, por lo cual sería prudente que cualquier normativa que se elabore a futuro 
tendiera a atacar específicamente a quienes desarrollan actividades ilegales, tratando de no encarecer o 
castigar el desarrollo de las actividades legales. Este sería un buen concepto a tener en cuenta desde el punto 
de vista de British American Tobacco, que seguramente muchos comprenderán, dado que el nuestro es un 
negocio legal, lícito en el mundo. Dentro de este 6% de cigarrillos ilegales hay productos que se 
contrabandean y dentro de ellos existe falsificación de marcas, productos cuyo contenido se desconoce 
absolutamente y muchas veces su procedencia, más allá de las particularidades que en sí mismo encierra el 
cigarrillo como producto. 


Que quede claro que esto no es una defensa del cigarrillo sino que apunta a establecer una clara 
diferenciación entre los riesgos de un producto conocido y los riesgos exacerbados de un producto 
absolutamente desconocido en su composición y contenido. No es una defensa del cigarrillo en cuanto a la 
salud, y quiero que esto quede claro, por las dudas. 


Este 6% representa unos trescientos billones de cigarrillos al año, una cantidad realmente enorme a pesar de 
parecer un porcentaje bajo. Y estos trescientos billones de cigarrillos están representando para los Estados del 
mundo pérdidas de impuestos del orden de los US$ 20.000:000.000. Si bien, obviamente, en esto tenemos los 
intereses propios de una industria cuyo objetivo es obtener resultados para sus accionistas, no es menos cierto 
que hay una pérdida de impuestos que para cualquier Estado resulta importante tener en cuenta. De ahí que, 


en base a la experiencia que les describí -como consecuencia de vernos afectados regularmente por este 
problema-, estamos tratando de trasmitir estas sugerencias para ser tenidas en cuenta por aquellos 
funcionarios que, en la medida de ser consultados por ser países miembros de la OMS, de estar de acuerdo, 
puedan hacer su aporte. 


Estas medidas que están plasmadas en el documento que les entregué hacen a la posición de British American 
Tobacco en el mundo -está traducido al castellano- y se basan en tres conceptos centrales. Voy a tratar de ser 
muy escueto y de no robarles mucho más tiempo. 


La idea es, como primer punto, brindar mayor seguridad a la cadena de abastecimiento. Ahora voy a explicar 
qué puntos lo componen y qué quiere decir esto. El segundo punto tiene que ver con que existan leyes 
estrictas, sanciones duras y de cumplimiento efectivo que también tienen una serie de medidas a aplicar. Y, 
por último, cooperación internacional, como necesidad para cerrar el ciclo. 


Vamos a referirnos al primer punto, que incluiría las siguientes medidas. Cuando hablamos de una política de 
comercialización de fabricantes, esto implica básicamente tener un conocimiento de quién es quién dentro de 
los diferentes países que desarrollan actividades relacionadas con productos del tabaco. Se trata de controlar 
y conocer quiénes son los clientes y los distribuidores de este fabricante, y a su vez, dentro de la cadena, que 
sus distribuidores o mayoristas conozcan a quiénes le venden. ¿Por qué? Porque debe haber una correlación 
directa entre el producto adquirido por un distribuidor o un mayorista o el producto vendido por una fábrica 
con clientes claramente demarcados en un ámbito. Como primera medida, se trata de asociar oferta y 
demanda, venta y demanda, y de no provocar excedentes de productos que terminen derramados en lugares 
no deseados. Entonces, consideramos que es absolutamente importante conocer a los clientes y establecer un 
nexo concreto en toda la cadena. Hay otros datos, pero los dejo para que los profundicen en su lectura 
posterior. 


Otro aspecto importante es la codificación del producto, tema que ya estaba tratado en el artículo 15.2 del 
Convenio Marco, en el que se establecía que el producto debe ser rotulado. Creemos que todos los paquetes 
deben ser rotulados por el fabricante para dar precisión respecto al lugar y fecha de fabricación y nombre del 
fabricante, porque una misma empresa puede tener plantas en muchos países del mundo y estar abasteciendo 
estos productos de distintas fuentes. Por ello, creemos que es importante que exista una clara identificación 
de quién fabricó ese producto, dónde, y quizás -esto no está escrito, pero lo dejo como un pensamiento 
adicional- para qué mercado final se está produciendo. 


Otro aspecto importante es la colocación de las estampillas fiscales. No todos los países aplican estas 
medidas. Algunos aplican ciertas medidas y otros no, o las aplican con diferente grado de profundidad, pero 
lo importante es la existencia de una estampilla como mecanismo fiscal de control, que debe ser entregada 
por la autoridad de control de cada país a sus fabricantes. Esto es relevante para hacer una identificación 
rápida del producto desde el punto de vista legal y de los impuestos asociados al cigarrillo; esto de alguna 
manera contribuye a la recaudación de los Estados. Obviamente, entendemos que los costos asociados de 
estas estampillas deberían estar a cargo del Estado, que lo asumiría como parte del costo de recaudación 
impositiva sobre los cigarrillos. 


Otro punto refiere al otorgamiento de licencias y está muy atado al punto A, relativo a una política de 
comercialización en la que queremos saber quién es quién. Una vez que sepamos eso, podremos tener un 
buen registro de quién está operando en cada país en calidad de fabricante, importador, exportador, 
distribuidor, o mayorista; creo que hasta ese nivel es adecuado saber quién es quién y otorgar una licencia 
para operar. Por supuesto, después veremos las medidas y sanciones, pero puede tener buen efecto sobre 
quien desarrolla actividades saber que en algún momento podría perder la licencia para operar. 


Un aspecto más trascendental implica el punto E, relativo a la creación de un bono a la exportación, que se 
puede ver de dos formas distintas. Por un lado, se trata de cómo controlamos los productos que son 
exportados y que, en muchos casos, terminan en mercados no deseados porque, tal vez, existe intención de 
comercializar inadecuadamente el producto. Para cerrar este espacio de comercialización en materia de 
exportación sin demasiado control, lo que proponemos es el establecimiento de un bono, que podría ser en la 
forma de una caución. Por ejemplo, si una empresa fabricante de cigarrillos en el Uruguay decide exportar a 
cualquier país del mundo, desde el punto de vista comercial puede hacerlo sin ninguna duda en el ejercicio 
del libre comercio e industria; pero lo cierto es que debería depositar, como una caución, un determinado 
monto en relación a los impuestos y derechos aduaneros que ese producto debería abonar en el país de 


destino. En el caso de no concretarse ese ingreso y el pago de los impuestos correspondientes, se haría 
efectiva la ejecución de la caución. La otra alternativa sería obligar a un depósito previo por los montos 
correspondientes que, en el caso de no verificarse el pago de los impuestos, no se reintegraría. Estos montos, 
que estarían disponibles para la autoridad de control del país, tendrían un costo para la Administración por 
ocuparse de su seguimiento; costo que podría compartir con las autoridades del país de destino, como una 
forma de compensar los costos asociados a la instrumentación de una medida de este tipo. 


Si bien esto representa un costo financiero para la industria legal, nos va a permitir ganar esa porción de 
mercado ilegal que gira en el mundo. Por supuesto, esto sería posible si todos los países lograran 
instrumentar todas estas medidas. Este es un punto clave. 


Por último, dentro de este primer concepto de mayor control dentro de la cadena de abastecimiento, cabe 
citar a las zonas de libre comercio que, en general, en el mundo son paraísos utilizados para la producción de 
cigarrillos ilegales y su posterior distribución en determinados mercados. Hay muchos ejemplos en este 
sentido; en Sudamérica podría mencionar, sin ningún prurito, la Zona Franca de Iquique o el Puerto de Colón 
en Panamá, en el que el movimiento de todo tipo de productos es enorme y los controles, lamentablemente, 
no llegan a ser suficientes como para evitar que esta mercadería afecte el comercio internacional -en lo que 
nos atañe- de cigarrillos. 


Resalto la necesidad de que estas medidas sean aplicadas en forma conjunta y no aislada o individualmente 
para lograr una mayor efectividad. Por supuesto, sería necesario que adhirieran la mayor cantidad de países 
en el mundo para lograr el efecto deseado. 


El segundo punto mencionado refiere a las leyes estrictas y a las sanciones duras y de cumplimiento efectivo. 
Hoy en día quienes ejercen actividades ilegales asociadas al comercio de cigarrillos, en términos generales, 
perciben que hay un bajo riesgo para operar y un alto rendimiento final. Obviamente, la porción de impuestos 
que gana, dado que en todos los países el producto tiene una alta presión fiscal, le produce una alta 
rentabilidad, asociada al bajo riesgo de ser encontrado o sorprendido con cigarrillos ilegales. En muchos 
países -no hablo del Uruguay- la pena es prácticamente inocua. Para que tengan una idea, en el caso de 
Argentina, si usted es sorprendido con más de 14 cajas de cigarrillos de 500 atados o 10.000 cigarrillos cada 
una, es decir, con 140.000 cigarrillos, simplemente le será sustraída la mercadería y se elaborará un acta de 
infracción que, con seguridad, no va a tener ningún costo; ni siquiera hay una retención o un encarcelamiento 
transitorio de la persona que estaba afectada al ilícito, y mucho menos de los bienes utilizados para la 
comisión del delito que siempre están directamente relacionados con este tipo de actividades. 


Así que como ejemplo basta con Argentina; esto puede pasar con muchos países donde las sanciones se ven 
muy livianas. Esto sería para dar sostén a las primeras medidas, de modo que aquellas personas sorprendidas 
en el comercio ilegal de cigarrillo sientan la rigurosidad de una sanción acorde, por supuesto, con una 
sentencia. 


No estamos hablando de otro proceso más que de un proceso legal y judicial donde puede haber multas, 
prisión, la pérdida de licencia -en la medida en que se haya conformado la licencia, según el punto anterior 
que hemos mencionado-, o que se destruyan los productos. En muchos países no se destruyen los productos 
decomisados, como en el caso del cigarrillo, y dan lugar o espacio a que nuevamente esos productos 
terminen, por alguna vía, nuevamente en el mercado. A pesar de haber puesto en marcha todos los 
mecanismos del Estado para su decomiso, su incautación, su proceso judicial, su guarda, su custodia, después 
igual termina comercializándose en el mercado, porque pasa el tiempo, porque no se decide nada al respecto, 
porque se pierde control sobre esa mercadería y porque, obviamente, hay intereses por desarrollar, quizás, 
alguna actividad ilegal dentro de la ya acontecida actividad ilegal. 


Por tanto, creemos que la destrucción del producto debería hacerse previa extracción de muestras apropiadas, 
en cantidad, representativa de la partida incautada por parte de la Justicia y solo guardar esa parte, y el resto 
ser destruida en un plazo perentorio, en cuarenta y ocho, setenta y dos, noventa y seis horas o una semana, 
pero no dar más plazo para que no sea tentador para quienes ven en esto una oportunidad de negocio aparte. 


Otro punto es la falsificación de marcas. En general no es tomada la falsificación de marcas como un delito 
grave y creemos que se debería empezar a fortalecer esta idea. Inclusive, creemos que se debería hacer la 
destrucción no solo de las materias primas detectadas en manos del falsificador, sino también la destrucción 


de la maquinaria que esta persona o esta sociedad pudiera haber destinado al desarrollo de una actividad 
ilegal. 


En muchos caso, la falsificación del instrumento fiscal de control -vuelvo a poner el caso de Argentina como 
país más próximo al Uruguay- lamentablemente no se la toma como un delito concurrente. Se encuentra la 
marca falsificada que, para lograr su objetivo completo, lleva asociado un instrumento fiscal de control 
también falsificado. Eso es un instrumento público y debería ser un delito federal y de un alto nivel de 
sanción. Por tanto, en estos casos, estamos proponiendo que el instrumento fiscal de control, las penas 
asociadas, estén a la par de la falsificación de monedas o de billetes. ¿Por qué no, si es un instrumento 
entregado por el Estado para recaudar un impuesto? 


Creemos que en la medida en que pongamos sanciones duras o firmes vamos a poder desalentar el desarrollo 
de estas actividades ilegales. 


Por último, la cooperación internacional básicamente apunta a establecer bases de datos e intercambios de 
información entre los agentes aduaneros, principales representantes del Estado de cada uno de los países, 
donde se está percibiendo que podría haber una colaboración directa en el desarrollo de la base por parte de 
la Organización Mundial del Comercio. La idea sería registrar todos los movimientos transnacionales de 
productos tabacaleros, para empezar a monitorear cómo se está moviendo el producto, hacia dónde y quién lo 
está moviendo, a través de qué líneas, qué transportes, qué marcas y qué volúmenes; es decir, contar con una 
gran base de datos. Probablemente la OMC no la pueda administrar, pero se podría encontrar un operador que 
lleve los registros o que cada empresa licenciada y operando legalmente en un país sea la responsable de 
cargar su información y validarse por algún agente del Estado. Son temas a profundizar, pero creemos que los 
grandes lineamientos van a contribuir. 


Otro aspecto de la base de datos sería la identificación de las incautaciones: qué productos fueron incautados 
y en dónde -en cualquier parte del mundo-, qué marcas, asociadas a qué fabricante, si eran productos 
originales o falsos, o si eran productos variados que tenían por destino algún país para extraer fondos en 
forma ilegal. 


Básicamente intenté dar un breve resumen. Hay más temas dentro de esta temática en la exposición escrita y 
un gráfico que la resume en la última hoja. 


Para terminar, queremos agradecer enormemente la atención que nos han prestado y el tiempo que han 
podido dedicar a British American Tobacco para poder expresar esto. Como ya he anticipado, la intención 
final es poder contribuir y colaborar con las autoridades de cada país para que una normativa futura sea 
efectiva, desde la experiencia de vernos afectados permanentemente por esta actividad informal. 


Por supuesto que no vamos a engañarnos: todo lo que se pueda desarrollar en materia de atacar un comercio 
ilegal nos va a abrir un espacio para capturar o recuperar nuevamente un mercado que hemos perdido. Esto 
tiene que ver con una actividad industrial y comercial y, por supuesto, no vamos a ocultar esta realidad. 


Desde ya les agradecemos muchísimo y estamos a su disposición para aclarar o responder las preguntas que 
ustedes consideren apropiado formular. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Voy a plantear algunas preguntas a cualquiera de los dos invitados. Lo mejor 
sería plantear de a una las preguntas y que se vayan respondiendo. Habitualmente los Diputados 
hacemos todas las preguntas y los invitados las van anotando para responderlas todas juntas. Solo voy 
a plantear dos o tres y sería mejor que las fueran respondiendo de a una. 


De acuerdo a lo que usted mencionó de un 6% a nivel mundial, quisiera saber qué nivel de comercio ilícito 
considera que hay en nuestro país y en la región al día de hoy -entendiéndose como región la órbita del 
MERCOSUR y países asociados-, si es que la empresa lo tiene cuantificado mediante una estadística o algún 
relevamiento de cualquier tipo. 


SEÑOR RAGUZZI.- Con respecto a la metodología que describí para medir el comercio ilegal 
mundial, lo cierto es que en Uruguay no está siendo aplicada; pero, obviamente, tenemos otras 
herramientas que nos permiten dimensionar el mercado total, y conociendo la venta formal declarada 


por la industria legalmente constituida en el Uruguay, por diferencia se llega a determinar 
estimativamente un mercado ilegal. Nuestro país, en materia de mercado ilegal, está en el orden de un 
30%. El mercado ilegal en la región -cuando hablo de región no me refiero al MERCOSUR, porque 
estos datos no los tengo-, desde México a Tierra del Fuego, todos los países latinoamericanos, están en 
el 18% de comercio ilegal, y los de mayor penetración son Brasil, Uruguay, Argentina y Perú. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Cuando dice que toma como uno de los parámetros las ventas declaradas por 
las empresas -sabemos que debe ser así-, ¿contra qué está comparado este cálculo? ¿Contra el consumo 
estimado? 


SEÑOR RAGUZZI.- Contra un consumo total estimado del mercado, que tiene que ver con otras 
herramientas que sí se aplican en el mercado uruguayo. Me refiero a conocer mediante encuestas cuál 
es el consumo promedio per cápita de la población fumadora de entre los dieciocho y los sesenta y 
cuatro años de edad y, a su vez, qué incidencia tiene en esa población. En función de ello se logra 
establecer una mercado estimado total que, por diferencia respecto a lo declarado por la industria 
legalmente establecida en Uruguay, arroja esos datos, estimados. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Cuando se hablaba de las zonas de libre comercio, en un momento, a modo 
de ejemplo, se nombra a Iquique y a Colón, en Chile y Panamá respectivamente. Para traerlo a nuestro 
país, ¿considera que en nuestra región hay zonas donde se produce una actividad en alguna medida 
similar a estas dos? 


SEÑOR RAGUZZI.- La Justicia en Uruguay lo ha determinado. Es el caso de Rivera, que está bajo 
intervención judicial hace siete u ocho años aproximadamente. 


Hay que tener presente que uno no está hablando de un país indeterminado cuando intenta trasladar como 
iniciativa la aplicación de medidas a futuro. Hemos recolectado la problemática a nivel mundial de diferentes 
partes del mundo. Si estas medidas fueran aplicadas por todos los países, sin lugar a dudas lograríamos un 
control efectivo del comercio ilegal o al menos lo paralizaríamos. 


Las zonas francas tienden a ser un lugar en el cual se opera o se comercian productos ilegales. No hablamos 
en particular de ninguna zona franca. Cada una de ellas puede ser utilizada para traspaso de mercadería, o 
posterior atomización y distribución. 


Para tener una referencia: en la zona franca de Iquique entran 100.000 contenedores por año, y solo el 2% es 
controlado. Gran parte de los productos de Asia ingresados a través de sus puertos terminan -hablo en forma 
general, no solo de los cigarrillos- en algún país de Sudamérica a precios subfacturados, sin pagar los 
impuestos adecuados, con ventas que se atomizan desde la propia zona franca donde están instaladas las 
empresas. Este es un simple caso. No creo que Iquique o Colón deban ser los casos modelo. 


Es un punto para reflexionar respecto de cómo deberíamos tratar los controles a aplicar en un futuro en el 
desarrollo de cualquier actividad en zonas de libre comercio. 


Uruguay tiene siete u ocho zonas de libre comercio más algún puerto libre paraguayo. No puedo dejar de 
comentar que Paraguay es el centro de producción de cigarrillos ilegales para la región, y que tanto Uruguay 
como Argentina y Brasil son los principales países afectados. 


SEÑOR PRESIDENTE.- En un momento, refiriéndose a la legislación, se habló de la importancia de la 
distribución de los productos confiscados, porque de lo contrario son reingresados al mercado. 
¿Ustedes tienen alguna evaluación, alguna medida o por lo menos una opinión particular para el 
Uruguay sobre si consideran que en nuestro país se produce un reingreso importante al mercado de 
estos productos confiscados que no son destruidos? 


SEÑOR RAGUZZI.- No tenemos para el caso de Uruguay concretamente, pero sí para otros países. 
Eso está verificado y constatado, y hay autoridades que han sido sometidas a proceso, producto de 
haber sido identificadas en la comercialización ilegal de productos previamente decomisados. No es el 
caso de Uruguay. 


SEÑOR MÁRQUEZ.- ¿Tiene conocimiento de en qué países y de qué forma se regula la actividad 
ilícita? Me refiero a en qué países es mejor controlado el tema del comercio ilícito de tabaco. 


SEÑOR RAGUZZL.- Diría que ningún país está sobresaliendo en esta materia, pero para ser honesto 
mencionaría a Canadá y a algunos Estados de los Estados Unidos. En general, hay un problema muy 
serio que tiene que ver con algo que mencioné, que es el gran atractivo que se produce entre el costo de 
producción y el precio de venta final al público. Cuanto mayor sea esta diferencia, más atractivo es. 


Esto me permite hacer una referencia interesante. Uno de los países en los que el cigarrillo está más caro 
debe de ser Inglaterra, que a pesar de su característica geográfica -es una gran isla- tiene un 30% de mercado 
ilegal. Allí un paquete de cigarrillos cuesta 7 euros, y no pueden frenar la avalancha de cigarrillos ilegales, 
que entran de diferentes formas a la isla. Es tanta la plata que mueve el comercio ilegal de cigarrillos que les 
permite utilizar cualquier medio de transporte, desde barcos y camiones hasta aviones, desde no hace mucho 
tiempo. 


Se puede pensar: ¿cómo puede pagar un comercio ilegal de cigarrillos el movimiento de avionetas? Lo pagan 
los impuestos. Este es el punto. Otro dato interesante, del cual puedo hacerles llegar fotos, es la sorprendente 
inversión que hay en la construcción de envases para disimular el ingreso de cigarrillos ilegales a un país. Se 
utilizan, por ejemplo, bobinas de papel de impresión para imprenta, que pesan entre 200 y 300 kilos -se 
cargan 30 o 40 bobinas en un camión, y cuando se revisa y se baja una bobina, no pesa- para llenarlas de 
cartones de cigarrillo; era un envase plástico envuelto en papel, simulando el rollo de papel. 


Para hacer esto hay que invertir, pues se trata de un envase específico para ingresar cigarrillos. Todo esto está 
asociado a la gran porción de impuestos que se termina absorbiendo y, obviamente, financiando -dicho por 
más de una fuerza de seguridad- otras actividades ilegales. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Con respecto a la producción ilegítima de productos de tabaco se puede 
desprender -por lo mucho que se ha conversado y de lo que cada uno puede conocer- que hay formas 
de fabricación ilegal o ilegítima llevada a cabo por empresas ilegales o ilegítimas y con maquinaria y 
personal ilegales o ilegítimos. 


¿Ustedes saben si algunas empresas legítimamente constituidas que elaboran productos que se comercializan 
legítimamente -como productos de tabaco en nuestra región- tienen un circuito paralelo de producción y 
comercialización ilegítima? 


SEÑOR RAGUZZI.- La respuesta es sí, y el centro es Paraguay. 


En nuestro país vecino, Paraguay, que conforma el MERCOSUR y compone nuestra región, hay más de 
treinta fábricas perfectamente identificadas y registradas, legalmente constituidas y que figuran en el 
Ministerio de Industria y Comercio con habilitaciones para operar, que también llevan a cabo una 
comercialización ilegal. Está clarísimo que su nivel de producción actual excede trece veces su consumo 
doméstico y no tiene exportaciones equivalentes. La diferencia es derramada en los países limítrofes. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Voy a formular solo una pregunta más, que no se refiere al comercio ilícito 
sino a un elemento que en algunas ocasiones se ha considerado que podría tener incidencia en él. 


Me refiero al aumento de los tributos que, obviamente, puede ocasionar un aumento de precios en los 
productos de tabaco. Estoy hablando de los productos lícitos y legítimamente comercializados. 


¿Ustedes consideran que un aumento en los precios en nuestro país, en base a una carga tributaria aumentada, 
favorecería un mayor comercio ilícito? 


SEÑOR RAGUZZLI.- No tengo ninguna duda. Toda ampliación de brecha o diferencia entre el precio 
final de venta al público y el costo de producción va a generar, sin lugar a dudas, una enorme tentación 
para la gran cantidad de organizaciones ilegales que comercializan cigarrillos ilegales, y que no solo se 
dedican a la comercialización ilegal de este producto. 


Paraguay, por ejemplo, tiene un 12% de presión fiscal total sobre el precio de venta público; no hay 
contrabando en Paraguay. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Estamos hablando del día de hoy, en base a la carpeta que se nos ha dejado 
de parte de vuestra empresa, a los protocolos en estudio y a la tarea de control de tabaco que se está 
realizando por parte de todos los países que integran la Organización Mundial de la Salud. Entonces, 
sería deseable que se intente controlar el comercio ilícito, en base a una serie de medidas, algunas de 
las cuales están enumeradas en esta carpeta. Va de suyo que si todas las medidas eficaces y de 
cumplimiento efectivo fueran aplicadas efectivamente por todos los países, el comercio ilícito debería 
disminuir, porque para algo se trabaja en ello. Por tanto, entiendo que la respuesta que dio el señor 
Raguzzi es con respecto a la situación de hoy. 


Si pensáramos en un comercio ilícito controlado, eficazmente combatido con mecanismos de cooperación 
entre los diversos países e instituciones que están relacionadas con el tema, ¿ustedes consideran que a pesar 
de la política de aumento de precios mediante la carga impositiva, se mantendría un número similar de 
ventas, o disminuirían de todas formas? 


SEÑOR RAGUZZI.- En principio diría que se mantendrían estables, porque eso no debería afectar. Si 
logramos controlar y eliminar -espero que no sea una utopía- el comercio ilegal de cigarrillos, 
automáticamente vamos a tener un crecimiento en la venta legal de las empresas, pero no un 
crecimiento del mercado total; eso está claro, porque el mercado sigue siendo el mismo. Lo que es 
cierto es que el poder adquisitivo de la gente está directamente relacionado con sus posibilidades de 
consumo. Si generamos un precio tal que la gente no pueda pagar pero, a su vez, no esté dispuesta a 
dejar de fumar, siempre va a aparecer quien le ofrezca algo. 


Entonces, acá empieza a conjugarse esta necesidad de establecer, desde nuestro punto de vista, medidas 
balanceadas, equitativas y ecuánimes que contemplen la existencia del fumador más allá de lo que es el 
cigarrillo; el fumador existe como tal, no solo en Uruguay, sino en todo el mundo. Por ello, en principio, diría 
que el fumador va a seguir fumando, y la misma cantidad de cigarrillos que fumaba. 


SEÑOR BATALLA DOUFRECHOU.- Se habla de la edad de los fumadores y se sitúa entre los 18 y los 
64 años. Pero yo creo que en nuestro país son muchos los miles de fumadores de entre 14 y 18 años, 
quizás más que los mayores de 50 años. 


Por otro lado se ha dicho que hay universalmente un 6% de evasión, aproximadamente US$ 20.000:000.000, 
pero eso a nivel mundial no significa nada, porque el 94% restante ¿cuántos billones de dólares mueve? 
Entonces, esa cifra no es alarmante a nivel universal. Yo considero que las cifras son alarmantes en Uruguay. 


Sin embargo, esta no es una preocupación muy grande porque son muy pocos los países que no propiciaron 
las zonas francas; al contrario, se les cantaron cosas tan lindas, y algunos les hicieron hasta versos. Entonces, 
después de escuchar todo lo que se ha dicho, concluimos que todo lo que es ilegal sale de ahí, de la zona 
franca. Por lo tanto, corresponde preguntarse con qué objeto se crean. ¿Para trabajar ilegalmente? 


Creo que habría que investigar mucho y descubrir cuáles son los beneficios legales que deja. 


Yo soy de Salto, un departamento que vive del contrabando. En mi departamento se fuma más tabaco criollo 
que cigarrillos. Estoy hablando de un tabaco atado con cuerdas que hace Brasil -seguramente ustedes lo 
deben de conocer-, y allá se fuma muchísimo. También se vende mucha chala; mucha gente deschala gratis 
para quedarse con la chala y venderla. 


Reitero que por todo lo dicho concluyo que la madre del borrego es la zona franca, y si faltaba algún dato los 
señores invitados lo acaban de dar. Entonces, cada vez que nos hablen de instalar una zona franca, capaz que 
nos tenemos que detener a pensar un poco más para quién trabajar. 


SEÑOR RAGUZZI.- Estoy de acuerdo con el señor Diputado en que la zona franca es un área a 
controlar, pero creo que no es exclusiva ni excluyente. Digo esto porque las fábricas que están 


operando en Paraguay o en Brasil no están en una zona franca, y están alimentando gran parte del 
comercio ilegal de la región. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Si no hay más preguntas ni consideraciones de los invitados, la Comisión 
agradece los datos aportados y se pone a las órdenes para ser consultada sobre cualquier información 
que hace a su trabajo que, como se sabe, es público. 


Si la Comisión considerara necesario consultarlos, los convocaría nuevamente. 


SEÑOR RAGUZZI.- Agradezco la disposición de la Comisión y la voluntad manifiesta de escucharnos. 
Quedamos a las órdenes para cualquier consulta. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Se levanta la reunión. 


Montevideo, Uruguay. Poder Legislativo. 


